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			Prefacio 




			 




			El ensayo a cuya lectura se invita no pretende plantear un programa de gobierno detallado para su protagonista, la derecha liberal española. Tampoco quiere centrarse en asuntos ligados a la urgencia de la coyuntura, sino que desea trazar una serie de ideas que podrían contribuir a renovar la filosofía de quien lidera la corriente anticolectivista en la vida pública española. Esta tarea tal vez parezca ambiciosa pero es bastante modesta tanto en sus objetivos como en sus pretensiones. A veces, la premura y la inmediatez de los acontecimientos políticos provocan una pérdida de orientación sobre cuál es el proyecto en el que se enmarca una determinada forma de ver y de enfocar la acción de gobierno o de oposición. Estas páginas son un recordatorio del «deber ser». 




			El destinatario de este libro es la burguesía española, un término, en apariencia anacrónico y demodé, que tiene una especial trascendencia porque agrupa a esos millones de españoles que encarnan los valores y virtudes que han hecho posible la creación de una sociedad abierta, libre y próspera en España y que muestran una clara predilección por una agenda reformista, orientada a adelgazar al Estado y a aumentar la libertad individual. Por eso, las páginas de este opúsculo son un rendido homenaje a esos héroes que desde el sector privado soportan sobre sus espaldas, cada día, el peso de un Estado manifiestamente mejorable. 




			El trabajo que el lector tiene ante sus ojos es una visión personal de cómo se contempla desde una derecha liberal la fascinante realidad y las potencialidades de España en el siglo XXI. Esta aproximación se ha intentado acometer dejando al margen cualquier concesión a la corrección política. En el proceso de creación de este texto me han asaltado numerosas dudas sobre la conveniencia o no de realizar determinados planteamientos, cuya formulación podría restarle atractivo ante buena parte de su público objetivo. Para bien o para mal, he resistido a esa tentación y he dejado volar la pluma para dibujar con ella mi ideal de una derecha liberal para las Españas. 




			



	    


	 	

	    

             




			Por una derecha liberal 




			 




			El reinado de Felipe VI se inicia en un escenario de incertidumbre pero también de renovadas esperanzas. Tras la fachada del marco institucional creado por la Constitución de 1978 se perfilan sombras inquietantes. La España del siglo XXI se enfrenta a un malestar social, político y económico. Es cierto que los españoles gozan de los mayores niveles de libertad y de vida de su historia. También lo es que la situación social y económica de España no guarda parangón con la existente en los años treinta de la pasada centuria ni con la heredada de la Dictadura. Pero existe una sensación generalizada de que algo no va bien, de que una etapa toca a su fin y de que es imprescindible acometer cambios sustanciales para mantener un modelo garante de las libertades y promotor de la prosperidad. 




			La España del siglo XXI es una democracia consolidada pero existe una creciente desafección de amplios sectores de la opinión pública ante su funcionamiento. Esto no es sólo una consecuencia de la gran recesión experimentada por la economía española, sino del deterioro del marco institucional y de las mores en las que se enmarca la monarquía parlamentaria. Aunque el paralelismo con el final de la Primera Restauración debe ser usado con cautela, gran parte de las críticas al régimen adoptado en 1977 guardan una estrecha semejanza con las lanzadas contra la democracia liberal en la segunda década del siglo XX. La España actual es muy diferente —por no decir radicalmente diferente— a la de entonces pero se reproducen buena parte de los problemas que liquidaron la Restauración. 




			De entrada existe una creciente «sensación» de que la «sociedad política» persigue sus propios intereses y no los de la ciudadanía. Domina la convicción de que los grandes organismos del Estado son «burgos podridos» que se reparten entre los partidos sin tener en cuenta el interés general y la finalidad de las instituciones. Al mismo tiempo, se ha extendido la creencia de que la corrupción es un rasgo estructural del sistema, goza de impunidad y es encubierta por las fuerzas políticas dominantes y, en su prolongación jurisdiccional, por un poder judicial politizado e ineficiente. En suma, hay una percepción bastante general de que el sistema fletado en 1978 ha degenerado en algo al servicio de una nomenclatura partidista que obtiene beneficios a costa de explotar y pervertir las instituciones del Estado en su beneficio y en el de sus amigos. 




			Aunque esa descripción parezca exagerada, no ofrezca una visión exacta de la realidad y tal vez abulte los «vicios del sistema», lo cierto es que responde con bastante exactitud a la imagen percibida por un gran número de españoles, con independencia de sus convicciones ideológicas y de su estatus social. A izquierda y a derecha, y no sólo en los extremos de ambos bandos, hay una evidente decepción respecto al statu quo vigente. Tal vez este sentimiento tienda a desaparecer si la recuperación económica se consolide. También es probable que la dureza de la crisis haya hecho menos tolerables las deficiencias de la democracia española y las haya magnificado pero ello no permite ocultar que «algo huele a podrido en Dinamarca» y que los fundamentos del modelo político, económico, social y territorial de España necesitan una profunda revisión. Existe un cierto aroma a «fin de régimen». 




			Felipe VI se encuentra en una tesitura semejante a la de Juan Carlos I al final de la Dictadura. Entonces se trataba de transitar de un régimen autoritario a otro democrático sin traumas, sin vencedores ni vencidos. Ahora, el desafío es introducir las reformas y los cambios imprescindibles para revitalizar el Estado edificado a finales de los años setenta del siglo XX y darle una proyección de futuro. Don Juan Carlos ha entendido —o hay que suponerlo así— que los retos de España en los inicios de esta centuria recomendaban un impulso renovador capaz de crear las bases de una convivencia fructífera entre los españoles en una era de transformaciones de envergadura similar a la existente en la transición del franquismo a la democracia hace cuatro decenios. 




			Es evidente que España no corre riesgo alguno de volver a formas dictatoriales o autoritarias, pero sí de convertirse en un Estado ineficaz, sacudido por el demopopulismo y por las fuerzas centrífugas. En este sentido, el posicionamiento y evolución de los dos partidos dinásticos, Partido Popular (PP) y Partido Socialista Obrero Español (PSOE), es de una extraordinaria importancia. El esquema institucional fletado en 1977 se ha sostenido sobre la base de una izquierda y de una derecha moderadas que comparten las reglas del juego y se alternan en el Gobierno. Si este modelo quiebra, existe un claro riesgo de inestabilidad, como sucedió en la Restauración. A la izquierda y a la derecha de populares y socialistas sólo hay formaciones de aluvión sin otro discurso que el de la protesta y nucleadas alrededor de caudillitos de variopinta estirpe con un peligroso sesgo populista; variaciones extremas o suavizadas de la misma canción estatista. 




			La entronización del príncipe de Asturias como rey de España constituye también un relevo generacional que abre la oportunidad de espolear una regeneración de las Españas. Ortega pensaba que las generaciones constituían el motor de las transformaciones históricas porque respondían y encauzaban la sensibilidad de los tiempos.1 Distinguía entre «generaciones acumulativas», aquellas que observaban una suficiente homogeneidad entre lo recibido y lo propio, y aquellas otras, las «polémicas», que sienten la necesidad de arrumbar y sustituir lo viejo. Estas dos actitudes son categorías intelectuales extremas y cabría establecer una alternativa intermedia, la de reformar en su raíz lo antiguo dando cauce a lo nuevo, a la imperiosa obligación de vivificar el sistema político y las instituciones que lo conforman. La experiencia histórica de las Españas aconseja tomar este camino. 




			La democracia española es imperfecta, o muy imperfecta si se quiere. No es el mejor de todos los mundos políticos imaginables, pero sí de los experimentados en la España de los últimos dos siglos. Por consiguiente, los españoles no tienen ninguna razón para avergonzarse del sistema en el que viven. Hay que mejorarlo, modificar lo que está mal y puede estar mejor, pero preservando lo mucho de bueno que tiene y rechazando la tentación «adanista», casi siempre presente, casi siempre desastrosa, de embarcarse en una política de tierra quemada, de arrasar lo que hay para construir sobre sus cenizas una comunidad política ideal. Éste es el sueño de quienes impugnan el régimen político-institucional existente en España. Como sucedió al final de la muerte de Franco, la reforma ha de imponerse a la ruptura. 




			En este contexto se sitúa el eje de este ensayo cuyo protagonista es un sujeto a medias ficción y a medias realidad: la derecha liberal. Ambos conceptos —derecha y liberal— han sido antagónicos en muchas etapas del discurrir hispano pero aquí y ahora se dan las condiciones para que confluyan en un programa de transformación para las Españas del siglo XXI. El ideario liberal es un credo evolutivo y reformista, un conjunto de principios para dar respuesta a cuatro exigencias básicas: una sociedad libre y plural cuyos miembros tienen convicciones diferentes; un Estado que dé cabida a su realidad plurinacional en una estructura armónica y equilibrada; una economía próspera y competitiva capaz de elevar de manera estable las oportunidades y el nivel de vida de los españoles, y la necesidad de aglutinar esos elementos en una estructura aceptable para todos. 




			La izquierda no es capaz de liderar un programa de modernización de las instituciones económicas y políticas de España. Por un lado, ha sido la principal responsable de uno de los factores que ha contribuido a deslegitimar las instituciones: la politización de «todo», basada en una concepción maximalista de la democracia en virtud de la cual la obtención de la mayoría permite al Gobierno hacer lo que quiera salvo, obviamente, suprimir la competencia para acceder a él, esto es, las elecciones libres. Por otro, la izquierda emergente no tiene por objetivo una transformación de la democracia española, sino una verdadera subversión de sus principios que, con todas sus deficiencias, no tiene alternativa salvo las incompatibles con la pervivencia de un régimen pluralista. Si un exceso de oligarquía es uno de los factores de descomposición de las democracias liberales, un exceso de demagogia es el otro. En el escenario español, éste se expresa en quienes consideran la monarquía parlamentaria un obstáculo para satisfacer las demandas de las «masas populares», una versión posmoderna de la contemplación de la democracia como una superestructura al servicio de la clase dominante. 




			El Gobierno del PP ha tenido un indudable éxito en conjurar una grave amenaza: la del colapso económico-financiero de las Españas. Ha conseguido sacar a la economía española de la recesión más dura y larga de su historia contemporánea y sentar las bases de la recuperación. Esto era imprescindible, pero no es suficiente. La modernización del sector público, la disminución del tamaño del Estado, la modificación del sistema electoral, la reducción del neopaternalismo gubernamental... son tareas pendientes y urgentes no sólo por razones de índole económica sino político-institucional. La agenda de una derecha liberal no ha de resignarse a ser el taller de reparaciones del colectivismo, sino aspirar a reconstruir un Estado fuerte pero limitado, centrado en una gestión eficiente de sus funciones tradicionales, que son las fundamentales para recrear una estructura política moderna. El Estado español está hipertrofiado por un exceso de grasa que es imprescindible eliminar. 




			La derecha liberal es modesta y humilde. Tiene un profundo respeto por la complejidad y la fragilidad del orden social y económico. Piensa que la buena sociedad está mejor servida por un Gobierno reducido y por un mercado dinámico y competitivo. Su ambición no es la imposición de un modelo social prefijado, sino proporcionar los medios que permitan a los españoles realizar las mejores decisiones posibles entre las diferentes finalidades y preferencias, individuales y colectivas, que, en un determinado momento, constituyen la matriz de los intereses y de las voluntades, a veces conflictivas, de los ciudadanos. 




			El proyecto de una derecha liberal es el único que garantiza un arbitraje óptimo entre todas las preferencias porque permite a un máximo de personas realizar sus metas vitales con el mínimo de costes y restricciones. Ahí radica, además, la fuerza del Estado, su capacidad de ser «inclusivo», de lograr la adhesión de la gente a instituciones colectivas de decisión y de asignación de recursos, y de minimizar las presiones corporativas de todo signo. Ésta es la «Ley de la igual libertad», que reconoce los mismos derechos a todos los seres humanos y establece como función básica del Estado su protección. 




			Por tanto, la derecha liberal ha de caracterizarse por una defensa radical de los derechos y libertades individuales, por la remoción de todas las barreras que impiden o lastran su despliegue en los planos social, económico y cultural. Es imposible e incoherente ser liberal en economía y autoritario en materia de costumbres, de asuntos morales o de cuestiones territoriales. El principio de igual libertad es, además, el antídoto contra los intentos de imponer desde los Gobiernos una visión partidista de la vida o de la civitas. Es, también, la senda para la preservación de determinados ideales tradicionales cuyo sustento ha de ser la libre adhesión de los individuos y no la fuerza del Estado. El recurso permanente al Boletín Oficial del Estado no es el medio adecuado para gobernar una sociedad y una economía moderna. 




			La derecha liberal ha de fortalecer el Estado. En España éste ha degenerado en una estructura corporativista, vampírica de la representación política, de la idea de un Gobierno para «todos» y del propio concepto de ciudadanía. Estos tres principios han sido erosionados, de manera gradual, por un Estado tentacular, convertido en un monopolista de la distribución de valores y de recursos por cuya apropiación compiten entre sí los diversos grupos de interés. Un Estado de todos debe ser beligerante contra cualquier tipo de opresión y de privilegio, aplicando los principios de libertad y de igualdad ante la ley en lugar de aceptar pasivamente un ius singulare que da inmunidad a las grandes organizaciones o promueve medidas que premian a los más fuertes y castigan a los débiles. 




			La historia española del último medio siglo es la de un éxito. Durante este período, su economía ha crecido de media a tasas muy superiores a las de los demás países desarrollados, sólo superada por los antiguos tigres asiáticos. En ese tiempo se ha consolidado un sistema democrático y ha emergido una sociedad avanzada. Siempre que se han creado las condiciones adecuadas, los españoles han demostrado una vitalidad y una energía creadora sorprendentes. Ésta es la realidad de las Españas, no la imagen cutre y negativa que algunos intentan proyectar. Ahora bien, avanzar por ese camino exige profundizar en la modernización de la economía y de las instituciones, restaurar el Estado de Derecho y solventar el anclaje de Cataluña en el Estado. 




			Abordar este asunto exige altura de miras, dejar a un lado los elementos emocionales cuyo predominio hace extraordinariamente complicado llegar a una solución razonable. Ahora bien, la resolución de la «cuestión catalana» requiere la revisión global del modelo de organización territorial del Estado establecido en el Título VIII de la Constitución. Su desarrollo ha degenerado en un «modelo» con todos los defectos de los esquemas federales y con ninguna de sus virtudes. La estrategia constitucional del «café para todos» ha conducido a crear un ineficiente e hipertrofiado monstruo de diecisiete cabezas que ha feudalizado la política española, ha resucitado el caciquismo, ha convertido en una tarea titánica la posibilidad de sanear y estabilizar las finanzas públicas y no ha conseguido integrar de manera estable a algunas comunidades históricas que, guste o no, tienen rasgos diferenciales respecto a las demás. La alternativa no pasa por recentralizar el Estado, sino por conformar un modelo de federalismo competitivo. 




			El ideario de la derecha liberal podría sintetizarse en las siguientes palabras de Joaquín Garrigues Walker: «Yo creo en un Estado que reconozca las libertades individuales y colectivas y que garantice los derechos humanos. Un Estado que fomente la competencia económica y no tolere los monopolios ni los privilegios. Un Estado donde todos los pueblos de esta comunidad que llamamos España puedan organizar su vida local en un régimen de máximas libertades. Un Estado donde nadie esté por encima de la ley y todos los poderes tengan que dar cuenta de sus actos».2 
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Vista a «las derechas» 




			 




			La dialéctica izquierda y derecha es a menudo contestada por la teoría y la ciencia política con un argumento: este dualismo supone una simplificación extraordinaria de la realidad. Por añadidura, conduce a subdivisiones interminables dentro de los partidos ubicados en esos espacios políticos porque, a su vez, sería posible introducir dentro de ellos esa misma diferenciación. En la izquierda hay alas más derechistas que otras y en la derecha facciones más izquierdistas. A pesar de las objeciones a esa dualidad, existe un poderoso argumento a su pervivencia: es la forma más detectable y constante en que perciben la política no sólo por el común de la gente, sino también las élites.3 




			El término «derecha política» tiene múltiples connotaciones y remiten a él corrientes ideológicas que, en muchos casos, resultan antagónicas. Desde esta perspectiva es difícil establecer un criterio uniforme o dar un tratamiento homogéneo a las fuerzas conformadoras de un espectro cuya inspiración doctrinal y su aplicación a los problemas políticos, económicos y sociales del mundo contemporáneo presentan no sólo diferencias de grado y de forma, sino, a veces, de fondo y de naturaleza. En los países anglosajones, con sus avances y retrocesos, el ideario básico de la vieja y de la nueva derecha ha sido el liberal. América carece de una tradición premoderna y, por tanto, no existe nada parecido al conservatismo en el sentido europeo. Sus principios fundacionales son la democracia constitucional y la economía de mercado, el capitalismo democrático; en cambio, la Europa continental, incluida España, se ha sustentado sobre una historia y unas doctrinas de corte estatista, comunitarista o corporativista, tendencia que se ha intensificado desde la Gran Guerra hasta el tiempo presente. 




			Durante los años de la guerra fría esas diferencias quedaron en buena medida desdibujadas ante la existencia de una poderosa amenaza interna y externa, la Unión Soviética, que suponía una impugnación total de la democracia y del capitalismo occidental. En este escenario, las disputas «familiares» carecían de sentido. Estaba en juego la supervivencia de las sociedades abiertas ante el desafío del totalitarismo comunista. Tras el desplome de la Unión Soviética, las divergencias doctrinales entre las derechas democráticas se han puesto de manifiesto. Además, han renacido con una considerable capacidad de movilización opciones que desde el final de la segunda guerra mundial eran marginales, por no decir inexistentes, como una extrema derecha autoritaria, nacionalista, xenófoba y hostil al capitalismo. El intento de realizar un catálogo de cuáles son los principales rasgos o señas de identidad de la derecha ha de asumir una poderosa restricción previa; a saber, muchos o, al menos, algunos de los aparentes y comunes denominadores que definen esa corriente resultan incompatibles entre sí, lo que refleja la presencia de concepciones opuestas sobre aspectos básicos o sustanciales de la filosofía política y, por tanto, sobre su aplicación a la administración de la res pública. 




			Pese a ello, la derecha ha gobernado durante largos períodos de tiempo en casi todos los Estados occidentales y ha contribuido a construir un modelo de sociedad que, con salvadas excepciones, ha tenido un marcado carácter colectivista o, si no se quiere exagerar, estatista. Existen en la historia períodos o ciclos en los que una ideología se convierte en hegemónica, impregnando la sociedad y nucleando en torno a sus principios a todas las fuerzas políticas, sean de izquierda, de centro o de derecha. Esa primacía ideológica hace cristalizar un consenso en torno a sus supuestos que marca el signo de la evolución política, social y económica de un país durante un espacio temporal muy dilatado. Esas dinámicas son fáciles de detener e invertir cuando se inician, pero puestas en marcha son imparables porque entran a formar parte de los esquemas vitales y mentales de los ciudadanos, determinan sus preferencias y constituyen el motor de sus demandas. 




			Desde esa óptica, el siglo XX ha sido la «era del colectivismo», que ha tenido sus versiones duras —el nazismo, el fascismo y el comunismo— y las blandas de izquierda y de derecha. Desde el término de la Gran Guerra, los Estados del Occidente europeo, con diferente intensidad, se embarcaron en un acelerado proceso de crecimiento, impulsado tanto por las diversas tribus conservadoras como socialistas. En Occidente, sobre todo en Europa, la izquierda y las derechas extendieron las funciones del sector público reduciendo de manera progresiva la esfera de autonomía de los individuos y de la sociedad civil. El socialestatismo era la ola del futuro, y en la atmósfera de la segunda posguerra se pensó que era una concesión necesaria para restar potenciales adeptos al comunismo en los países fuera del Telón de Acero. Por eso, la derecha en lugar de combatir al socialismo, se resignó a moderarlo. Tampoco esta actitud ha de sorprender a nadie porque no es ajena, aunque resulte extraño, a la idea conservadora de la tradición. Si el consenso social se desplaza hacia las ideas colectivistas, es perfectamente natural adaptarse a él. De esta manera, la alternancia política en la Europa posterior a 1945 ha sido entre la «socialdemocracia de derechas» y la «socialdemocracia de izquierdas» y, en buena medida, así siguen las cosas. 




			Pero la alianza fáctica social-conservadora no ha obedecido sólo a razones oportunistas o a una resignación ante lo inevitable. Recibió el soporte de una concepción orgánica de la sociedad y del Estado contemplados como entidades con vida propia, fruto de la historia en el caso de la derecha y de una evolución social que se impone a las voluntades individuales por el lado de la izquierda. En este contexto, la reconstrucción de las comunidades, de la armonía social y de los valores cívicos supuestamente destruidos por el individualismo liberal y por el capitalismo se convirtió, a través de la herencia del conservadurismo, del corporativismo, del catolicismo social, del populismo, en proyectos que, de facto, estaban muy cerca del socialismo. Éste aspiraba a construir una sociedad nueva e igualitaria sobre las ruinas de la sociedad liberal. Los conservadores de todas las especies han querido resucitar, a través del uso del poder del Estado, su Arcadia perdida en el seno de una sociedad moderna lo que implicaba, entre otras cosas, controlar las «fuerzas del capitalismo salvaje» con el único medio a su disposición: la intervención estatal. Así pues, la deriva estatista registrada por los países europeos hubiese sido imposible sin el predominio o, mejor, sin la influencia del pensamiento antiindividualista y anticapitalista en los grandes partidos de la derecha continental. Esta afirmación queda ilustrada en la frase pronunciada por Jacques Chirac, presidente conservador de la República Francesa, el 10 de octubre de 1999: «Tony Blair es un socialista moderno. Esto significa que está cinco mil kilómetros a mi derecha». 




			Esa tendencia se vio reforzada por la convicción de que Occidente caminaba inexorable y gradualmente en una dirección colectivista. Era el signo de los tiempos, y resistirlo era inútil. Esta mentalidad no era ni es inconciliable con el acceso al Gobierno de partidos de derecha, ya se ha señalado, pero su papel se ciñó a administrar un Estado colectivizado y, como mucho, a corregir sus excesos. Si los conservadores tenían la tentación de revisar ese estado de cosas, los cantos de sirena de pensadores liberales como Hayek serían repudiados por el electorado. Por esta razón, la izquierda estaba convencida de que el statu quo colectivista era irreversible. En la práctica, la derecha europea, con singularidades de escasa intensidad y duración, aceptó acomodarse a ese entorno con resignación en unos casos —el conservadurismo británico prethacheriano—, y con un notable entusiasmo en otros —la derecha francesa— pero no se planteó transformarlo. 




			Aunque resulte paradójico, sorprendente, provocador y escandaloso para muchos, el régimen del general Franco constituye un microcosmos fascinante para ilustrar la tendencia estatista de la derecha en las décadas siguientes a la segunda guerra mundial. La Coalición Nacional que configura el franquismo desde el inicio de la guerra civil hasta la muerte del dictador no fue de facto un sistema de partido único. El Movimiento Nacional era un tigre de papel. Ni tuvo la pretensión de encuadrar a la población en él ni en una ideología concreta. Era un sistema autoritario que permitió un pluralismo —moderado, eso sí— dentro de las familias del régimen en el que Franco era el árbitro indiscutido y carismático. Como escribió el profesor Manuel Jesús González, el general «era un maximizador bajo constricciones. Maximizaba tiempo y poder... Giros notables de las directrices económicas no permitían inferir que el jefe del Estado hubiese cambiado de ideología en este terreno —de hecho no tenía ninguna—; simplemente introducía los cambios mínimos y necesarios, reconstruyendo un nuevo equilibrio de fuerzas...»4 para conservar el mando. 




			Obviamente, el franquismo no era un modelo competitivo en el sentido democrático, pero pugnaron entre sí por obtener el favor del soberano —el invicto Caudillo—, convivieron en su seno y participaron en el diseño y la ejecución de sus políticas casi todas las ideologías inspiradoras de la derecha política del siglo XX: la democracia cristiana, los monárquicos conservadores y tradicionalistas, la tecnocracia y la versión española del fascismo italiano, la Falange. En otras palabras, el régimen agrupó durante cuarenta años a casi todos los movimientos del flanco derechista continental con una doctrina similar: el estatismo en sus versiones suaves y duras. 




			Como ocurrió en otros países del Viejo Continente, por ejemplo en la Francia de 1958 con el Plan Rueff-Pinay, o en la Alemania de Adenauer y Erhard, el régimen nacido el 18 de julio recurrió coyunturalmente y, por desesperación, a «políticas liberalizadoras». En eso consistió el Plan de Estabilización de 1957 a 1959, implantado para evitar la bancarrota provocada por la autarquía, por una pésima, por no decir inexistente, gestión macroeconómica y por el programa socializante del falangismo. Cuando aquella dramática coyuntura fue superada, se volvió al dirigismo con los Planes de Desarrollo y la modernización del estatismo y del intervencionismo. La profundización en la senda de la libertad económica era inviable porque constituía una bomba de relojería en la línea de flotación de la Dictadura. 




			En esa dinámica colectivista han existido fases en las cuales el liberalismo actuó como un freno a ese proceso. La concepción germano-occidental de la «economía social de mercado» floreció en los años cincuenta del siglo XX, y la asunción de sus principios fue la causa del milagro alemán. En Francia, el programa de estabilización, liberalización y apertura económica apoyado por De Gaulle fue elaborado y ejecutado por liberales como Jacques Rueff, Antoine Pinay o Louis Armand. El resultado fueron quince años de un crecimiento explosivo de la economía. Ahora bien, nunca se aceptó que la «sociedad opulenta» creada por el liberalismo económico en la primera década de la posguerra mundial hubiese de preservarse. Cuando esa situación parecía garantizada, la derecha y, desde luego, la izquierda retornaron a las intervenciones colectivistas con el pretexto de mejorar el funcionamiento de la economía y promover la justicia social. 




			En las postrimerías de los años setenta del siglo XX, tras el fracaso del keynesianismo macro y del intervencionismo micro para sacar a los Estados desarrollados de la estanflación, los Estados Unidos de Reagan y el Reino Unido de Thatcher rehabilitaron el liberalismo como programa político, y su liderazgo hizo del anticolectivismo una causa. No es de extrañar que estos dos países encabezaran lo que se denominó la «revolución liberal de los ochenta», porque, en ambos, el individualismo y el capitalismo tenían unas raíces sin parangón en otros Estados occidentales. Si bien es verdad que su ejemplo y su éxito tuvieron una influencia mundial, y consiguieron frenar el aumento del tamaño del Estado, no lograron reducirlo de manera permanente porque no fueron capaces de introducir reformas sustanciales en los programas del Estado del Bienestar. En el resto de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) las medidas liberales se entendieron en el sentido clásico; esto es, como un procedimiento quirúrgico y temporal para mantener sin alteraciones sustanciales el statu quo. 




			Cuando se avanza hacia la segunda década del siglo XXI, los sistemas democráticos maduros asisten a la emergencia de una creciente contestación. En ella confluyen movimientos de protesta y algunos antisistema. ¿Qué ha sucedido? La respuesta inmediata es que la Gran Recesión es la génesis de este problema. Es evidente que una crisis económico-financiera de las dimensiones y del alcance de la que se inició en el verano de 2007, cuyas secuelas no se han superado todavía, ha tenido un efecto directo sobre el malestar existente en las sociedades desarrolladas. Al igual sucedió con la Depresión de los años treinta del siglo XX que alimentó el totalitarismo en el Viejo Continente y puso en riesgo de supervivencia a las democracias liberales. Sin embargo, la causa del actual desencanto tiene raíces metaeconómicas. 




			El concepto de ciudadano —esto es, el ser miembro de un Estado con derechos y deberes iguales para todos— se ha disuelto en una estructura de castas cuyo objetivo es extraer rentas y privilegios del poder. Se ha recreado un modelo social, cuya representatividad de los intereses de la mayoría es en gran parte nominal. La aparente paradoja del Estado moderno es que es a la vez demasiado grande y demasiado débil. Su debilidad estriba en que hace demasiadas cosas y quiere seguir haciéndolas. El pueblo soberano no es el sujeto pasivo, la víctima inocente de unas «élites extractivas», como dirían Acemoglu y Robinson. Tiene una enorme responsabilidad en esa deriva. En última instancia, los ciudadanos deciden quién gobierna. La «clase política» no está compuesta por extraterrestres. Es un reflejo de los vicios y de las virtudes de la sociedad, y lejos de desatender las exigencias de ésta, las ha alimentado. En la práctica, los Gobiernos democráticos europeos han mostrado una enorme sensibilidad ante las demandas de todos los grupos sociales y han sido incapaces de resistirlas porque se ha liberado al Leviatán de sus cadenas. Las democracias han roto los frenos a la discrecionalidad gubernamental establecidos por el constitucionalismo clásico. 




			La actividad de los Gobiernos nacionales se resume en una permanente negociación con los grupos de presión que los sustentan o pueden desestabilizar a quienes han ofrecido y ofrecen transferencias de renta y prebendas para comprar su apoyo o su neutralidad. En este sentido, las democracias europeas han retrocedido hacia la premodernidad. Como en los Estados preliberales y precapitalistas, el moderno Leviatán ha monopolizado los valores cívicos y la distribución de los recursos en detrimento de la responsabilidad individual, de la sociedad civil y del mercado. En este contexto, el descontento existente es la expresión de la paulatina corrupción del principio representativo por un exceso de populismo en lugar de por un exceso de oligarquía como suelen sostener los críticos del sistema. 




			Con diferencias de matiz y de intensidad, las derechas y las izquierdas europeas adolecen de corporativismo. Poderosas minorías de buscadores y extractores de rentas tratan y a menudo consiguen imponer su agenda en detrimento de los intereses de la mayoría. La sustitución de reglas del juego claras y objetivas por normativas y políticas que benefician a los colectivos con más recursos y/o capacidad de chantaje para condicionar en su favor la actuación de las autoridades ha erosionado las bases de una sociedad y de una economía libres y prósperas. En ellas, los ciudadanos pagaban un precio —el respeto de la ley, de los derechos de los demás, la responsabilidad por los resultados de sus actos, la financiación de los bienes públicos— y el Estado se obligaba a respetar sus derechos, a garantizar el cumplimiento de los contratos, a impartir justicia, a defenderlos frente a la agresión externa y a no erigir barreras protectoras del statu quo ante la entrada potencial o real de nuevos competidores. 




			Ese marco institucional se ha deteriorado de manera progresiva a favor de un modelo en el cual la conexión entre derechos y deberes ha desaparecido por ucase gubernamental. Además, el grueso de los derechos demandados es «material», tienen un coste y alguien ha de pagarlo; es decir, su satisfacción está condicionada por los recursos disponibles y éstos son escasos. Por tanto, el cumplimiento de esas expectativas conduce bien a un endeudamiento crónico del Estado y, en el extremo, a su bancarrota; bien a transformar una sociedad de «beneficiarios» de la asistencia pública en una sociedad frustrada y de protesta cuando es imposible satisfacer las promesas de las que se siente acreedora. En el Viejo Continente, como escribió Bastiat, «El Estado es la gran ficción a través de la cual todo el mundo se esfuerza por vivir a costa de todo el mundo». 




			La deriva corporativista de la democracia continental ha pervertido el significado del pluralismo. Es obsceno considerar sociedad civil a la miríada de organizaciones cuya vida depende de los presupuestos estatales. El pluralismo se caracteriza por su voluntariedad, por su espontaneidad y por su dinamismo, lo que ayuda a configurar una sociedad abierta. El corporativismo es un aluvión de sociedades cerradas y yuxtapuestas que compiten entre sí o se alían para obtener dádivas del poder con dos efectos: excluyen de la ciudadanía a amplios estratos de la población y vacían de contenido real la representación democrática. 




			La fuerza del gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo, radica en su capacidad y voluntad de representar al conjunto de los ciudadanos como algo diferente y superior a los grupos de los que éstos forman parte. En Europa, este principio sólo opera de manera marginal, asfixiado por un sector público tentacular en forma de un gasto público, de unos impuestos y de unas regulaciones desmesuradas. En este contexto, la libertad de los individuos de utilizar los medios de los que disponen para alcanzar los objetivos que desean y aceptar las consecuencias de sus actos está severamente restringida. Las democracias europeas han dejado de tratar a sus ciudadanos como seres adultos. Han fabricado un gigantesco y carísimo jardín de infancia. 




			En el medio y en el largo plazo, este statu quo es inviable. El mundo que emerge en los comienzos del siglo XXI es demasiado complejo para que las recetas de la derecha y de la izquierda, tal como las conocemos, sean una respuesta atractiva y eficaz para lidiar con los retos del presente y del futuro. La globalización, las tecnologías de la información, la necesidad de innovar, la evolución demográfica hacen insostenible el modelo socioeconómico prevalente en el Occidente europeo, definido por un excesivo e hipertrofiado Leviatán estatal inviable financieramente, a pesar de la abrumadora carga fiscal soportada por los ciudadanos; mantenedor de un aparato regulatorio que asfixia la creatividad y la iniciativa individual y de un Estado del Bienestar que no va a ser capaz de satisfacer en un horizonte temporal no muy lejano las expectativas materiales generadas en sus abnegados y explotados súbditos. Se ha creado un sistema condenado a crear frustración social y a lastrar el crecimiento económico. 




			Al mismo tiempo, el pluralismo y la segmentación registrada por las sociedades europeas ha quebrado las bases sociológicas; esto es, la clientela a la que se dirige el discurso de la izquierda y de la derecha contemporáneas. A pesar del igualitarismo de la primera y del corporativismo de la segunda, su actitud defensiva del statu quo vigente está condenada al fracaso. Siempre ha existido una pluralidad de valores que los hombres pueden y deben buscar y, por definición, estos valores difieren entre sí. El asunto central es que, en las modernas sociedades abiertas, su nacimiento y su desarrollo resulta más fácil que en otras etapas históricas. Aceptar esto no implica ser un relativista. La diversidad de valores es un hecho objetivo, no una arbitraria construcción de los hombres. 




			El papel y el significado de las tradiciones, de la religión, de la comunidad, de la familia... no son estáticos, y parece obvio que no son los del pasado; no se trasladan a la esfera pública. En gran medida se han privatizado. Han pasado a ser interpretados y vividos desde una perspectiva individual. No han desaparecido como sostienen con un pesimismo injustificado los «conservadores azules» y los «conservadores rojos». Se han individualizado. Se ha secularizado la sociedad, pero no las personas que la componen, y ésa es una fuente de paz civil. Ello no implica una desintegración del respeto y de la aceptación de unas normas que hacen posible el funcionamiento de la sociedad libre, pero éstas no pueden ser finalistas porque los fines de la vida son múltiples. Por tanto, en las modernas y complejas sociedades de este siglo, la autoridad ha de constreñirse a establecer el marco institucional que los individuos han de respetar para perseguir y, en su caso, alcanzar sus propias metas en colaboración o en competencia con los demás. Éste es el origen de la vitalidad y la creatividad de las sociedades abiertas. El error de partida de la izquierda y de la derecha era pensar que las instituciones y asociaciones voluntarias, el espíritu cívico, la simpatía hacia los otros descrita por Adam Smith, pueden existir y florecer sin funciones que cumplir. La asunción por los poderes públicos de muchas tareas antes desempeñadas por ellas las ha vaciado de responsabilidades y, por tanto, ha debilitado los incentivos de las personas a la cooperación. 




			El causante básico del deterioro de las comunidades, de las asociaciones voluntarias ha sido —es— el «monismo» o, como diría John Stuart Mill, el «intuicionismo». ¿Qué significa esa palabra?: la filosofía política construida sobre la creencia de que hay ciertas verdades apriorísticas, no sujetas a prueba empírica o racional alguna, que han de ser descubiertas y aceptadas por los individuos y, si esto no sucede, los poderes públicos están legitimados para imponerlas. Desde la derecha y desde la izquierda se ha pretendido forzar, a través de la coerción estatal, la imposición del peculiar concepto de la buena sociedad profesado por cada una de ellas, lo que sólo ha contribuido a debilitar los lazos de cooperación social y el sentido de la ciudadanía. En la práctica, las políticas desplegadas por ambas han pretendido recrear, esta vez sí, una sociedad estamental con rasgos previos a la modernidad, en la que el principio de igualdad ante la ley ha dado paso a legislaciones que conceden un tratamiento distinto a las personas —discriminaciones positivas se dice—, en función de su pertenencia a grupos determinados. En este entorno, la separación entre los socialistas y los conservadores se reduce a determinar la identidad de a quién/es se otorgan los privilegios. 




			Este panorama no es una novedad. En La democracia en América, Tocqueville ya denunció con inquietud los iniciales y tímidos movimientos del gobierno norteamericano de ocupar el lugar de las grandes asociaciones: «Cuanto más se emplea en realizar las actividades desempeñadas por las instituciones de la sociedad civil, cada vez más personas renuncian a la idea de asociarse... La moralidad y la inteligencia de un pueblo democrático se enfrentan a no menores riesgos que los de los negocios y los de la industria si el Estado se convierte en su competidor. Los sentimientos y las ideas se renuevan, el corazón se ensancha, y la mente humana se desarrolla sólo por la recíproca acción de unos hombres sobre otros».5 
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Las tres tentaciones de la derecha 




			 




			La renovación de los ideales y del discurso de las derecha española es vital para salvaguardar la democracia representativa y reformar un statu quo que ella ha contribuido a crear. Es evidente que la derecha es plural y contiene tendencias diferentes en su seno. La cuestión fundamental es cuál de ellas ha de convertirse en el eje central de su ideario, en el principio inspirador de su acción. A estas alturas del siglo XXI, esa tarea no consiste en contener los avances del estatismo, sino en revertirlos. Para aplicarse a esa misión, la derecha española ha de tener claro tanto lo que quiere ser como lo que no quiere ser. Su posibilidad de liderar el siglo XXI pasa por convertir el liberalismo en el núcleo de su discurso. En este sentido, ha de evitar sucumbir a tres tentaciones... 




			 




			
La tentación conservadora 




			 




			El conservadurismo es una doctrina política y social de reacción, nacida de la ruptura de una tradición y de la necesidad de encontrar argumentos «para» defenderla o restablecerla. Al mismo tiempo, no es un movimiento ligado a un devenir general de la historia occidental sino un ideario subordinado a las diferentes historias nacionales. Dicho esto, la palabra conservador implica una valoración positiva «de lo que es», trátese de prácticas de comportamiento, de convenciones, de tradiciones, de estándares morales o de instituciones políticas, económicas y sociales. Esta posición es de una extraordinaria debilidad y se enfrenta a una intrínseca contradicción cuando la tradición de la que se reclaman custodios los conservadores pierde vigencia y/o es sustituida por otra u otras de signo contrario. De ahí la imposibilidad de plantear en nuestro tiempo un verdadero proyecto político y social de índole conservadora, lo que hace oscilar a sus paladines entre el fatalismo, la nostalgia y el recurso a la ingeniería social para revivir un mundo perdido. 




			El término conservador describe una actitud de la mente y una línea política. Si se adopta la primera pauta valorativa, un socialdemócrata cabe ser calificado de conservador cuando exhibe una fuerte resistencia al cambio o a incorporar nuevas ideas. En buena parte de las democracias desarrolladas, conservadores y socialistas hacen suyo el axioma acuñado por lord Hugh Cecil para definir la posición conservadora: «Una disposición adversa al cambio».6 En este marco intelectual, el peso de la prueba corresponde a quienes plantean el cambio que, por definición, implica incertidumbre e inseguridad. En consecuencia, muchos de los autodenominados progresistas son conservadores de nuevo cuño. Como los antiguos, defienden un sistema en donde una parte sustancial de la actividad social y económica se rige por un modelo de cooperación forzosa en lugar de por un sistema de cooperación voluntaria. 




			La distinción entre esas dos formas de organización social separa a los liberales de los conservadores y de los socialistas. Los primeros desean reducir el poder coercitivo del Estado sobre los individuos; los segundos, aumentarlo o mantenerlo. En ocasiones, los conservadores abogan por un Estado pequeño en unas áreas pero muy grande en otras. No se oponen por razones apriorísticas a la restricción de las libertades individuales, si hacerlo sirve para evitar la alteración estructural del orden vigente o el debilitamiento de la autoridad. Esa tesis se ve con claridad cuando se dice que ambos promueven políticas promercado. De nuevo existe en este terreno una línea divisoria básica. Los liberales adoptan esa postura no sólo por razones técnicas de eficiencia y de progreso económico, sino porque ello aumenta la esfera de autonomía de la gente. El apoyo conservador al mercado depende de si contribuye o no a la preservación del orden social existente. El problema de fondo es el escepticismo conservador ante la capacidad de que los individuos tomen decisiones acertadas por sí mismos y, en consecuencia, asume que otras instancias saben mejor que aquellos cuáles son sus necesidades. Quienes no forman parte de una élite esclarecida no son capaces de tomar responsabilidad de sus propios actos. Para los conservadores, el valor de la libertad está subordinado a otro más importante y elevado: la autoridad del Gobierno establecido que disciplina las pasiones de los individuos. 




			En numerosas ocasiones se sostiene que el nexo de unión de la actitud y de la doctrina conservadora es una aversión a las transformaciones impuestas; esto es, a los idearios y programas cuya pretensión es construir ex nihilo un orden social, político y económico. Esta tesis sostenida por ilustres representantes del liberalismo clásico 7 no es demasiado exacta. Los conservadores fueron los baluartes del Estado Absoluto cuando ellos lideraban y gestionaban ese esquema de organización política; luego han sustentado y administrado las distintas versiones del colectivismo cuando éstas se convirtieron en hegemónicas. En consecuencia, es incorrecto sostener su oposición a las mutaciones orientadas a producir un resultado concreto o a forzar a la gente a vivir de una determinada manera. De hecho, la preservación de un statu quo intervencionista se traduce en la imposición a los demás de una determinada forma de vivir y de ver el mundo. 




			Se suele afirmar también que la política conservadora no busca salvaguardar cualquier tipo de estado de la sociedad, sino su espontaneidad. Esta tesis es de nuevo falaz o, para ser rigurosos, equívoca. La configuración de un orden social depende de cuál es la infraestructura sobre la que se sustenta su proceso evolutivo y, de nuevo, ésta no es neutral. O bien está dirigida a la consecución de objetivos determinados o bien se limita al establecimiento de unas reglas del juego que no prejuzgan sus resultados. Ante esas dos opciones, los conservadores mantienen una permanente ambigüedad. Entre la seguridad ofrecida por un orden impuesto y la incertidumbre de otro espontáneo —basado en la libertad de acción y de elección de los individuos— el conservador se queda en un estado de parálisis u opta por la imposición si ésta se ajusta a sus intereses. Por regla general, es un espectador o, como mucho, un actor secundario de una realidad social y política creada por otros. 




			Como señaló Hayek,8 la adhesión conservadora a las tradiciones conduce a la inacción, ya que implica bien la renuncia a ofrecer alternativas a la dirección en la que la sociedad se mueve, bien una actitud reaccionaria que les lleva a la marginalidad. En este sentido, los conservadores no tienen capacidad de impulsar cambio alguno cuando una determinada ideología se vuelve dominante. Ello explica su dilatada complacencia o complicidad con el colectivismo cuando han querido sobrevivir como una opción de Gobierno. Éste es también el resultado de la aversión del conservador a la teoría abstracta; hostilidad no adoptada por convicción, sino por la inexistencia de un sistema de ideas articulado y coherente, efecto inevitable de las diferentes historias nacionales que conforman los rasgos peculiares de cada conservadurismo. 




			En su diálogo con el filósofo conservador Michael Oakeshott, Hayek concebía el liberalismo clásico como un instrumento para combatir el colectivismo y promover la libertad. Por ello, abogaba por la introducción de reformas e innovaciones radicales para invertir la marcha estatista de las sociedades occidentales; el segundo, en su recensión en Camino de servidumbre, rechazaba esa postura. Si bien consideraba que el proyecto liberal anticolectivista es mejor que lo opuesto, constituye el mismo estilo de política. Esa orgullosa presunción de carecer de dogmas acarrea la carencia de un programa político propio y un rechazo ontológico de la innovación porque ésta siempre puede entrañar más pérdidas que ganancias. Por eso, los conservadores «son reluctantes innovadores y aceptan el cambio no porque lo deseen sino, como La Rochefoucauld acepta la muerte, porque es inevitable».9 




			Otro aspecto crítico del conservadurismo es su concepción sobre cuál es la fuente última de los valores que inspiran el orden social. Para los conservadores, ésta es trascendente, independiente y ajena a los deseos y preferencias individuales. Esa trascendencia no exige remitirse a una única fuente —léase la revelación divina, la tradición, la comunidad, la ley natural, una pluralidad de autoridades sociales, etc.—, pero se traduce en una visión de la sociedad como un ente compuesto de grupos dentro de los cuales los individuos viven y de los cuales extraen su identidad. Si el origen de los valores está más allá del individuo, han de ser descubiertos, interpretados y, en caso necesario, impuestos por alguien. La antigua superstición política asignaba esa tarea al derecho divino de los reyes y la presente se la atribuye al derecho divino de los parlamentos; esto es, a la mayoría coyuntural arrojada por unas elecciones. En este escenario, los conservadores, por razones altruistas o egoístas, da igual, son propensos a usar la fuerza del Estado para restringir la libertad individual. En este marco, la diferencia entre la esfera de lo público y de lo privado se diluye hasta casi desaparecer, eso sí, en pro de una buena causa... 




			Los liberales apoyan la existencia de fuertes convicciones morales, de vigorosas instituciones sociales, de familias pujantes, etc., y creen en su importancia para el correcto funcionamiento de una sociedad libre. Pero consideran que no es misión del Gobierno definir e imponer por decreto una única forma de lo bueno, de lo malo, de lo deseable y de lo indeseable, de lo bello o de lo feo, a una comunidad de individuos que, por definición, no profesa un credo único. Por añadidura, en una democracia, la materialización de esa agenda a través de la coerción estatal legitima el recurso a la misma de quienes tienen una concepción radicalmente opuesta de cuál es la buena sociedad y los medios para llegar a ella, lo que contribuye a generar un clima de «guerra civil fría»; una puesta en peligro de la paz social y de los propios valores que el conservador aspira a preservar. En este entorno, la defensa del pluralismo y la constitución de sociedades civiles vivas reposan en el ejercicio de la persuasión, de la libertad y del ejemplo individual, no en el intervencionismo del Estado. Eso sin contar con un postrero argumento: el paternalismo es un insulto proferido contra los seres humanos adultos, racionales y responsables. Por añadidura, la moralidad impuesta por la fuerza es profundamente inmoral. 




			En esta línea, una de las preocupaciones centrales de los conservadores es la decadencia moral y cultural de las sociedades contemporáneas en contraste con una anterior e hipotética Edad de Oro, en la cual la presencia de estándares absolutos de verdad y de moralidad, el respeto por la religión y por la autoridad eran los sustratos dominantes en las sociedades occidentales.10 Este enfoque, que supone una de las piedras angulares del moderno conservadurismo social, trata de manera idéntica dos cuestiones heterogéneas. Por un lado, están las «patologías» de las cuales el Gobierno es responsable y, por tanto, son corregibles. Entre ellas se incluye un Estado del Bienestar que estimula la dependencia de los ciudadanos respecto al Gobierno y debilita la responsabilidad individual sobre sus propias vidas. 
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